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La Corte Constitucional amparó los derechos fundamentales al 
debido proceso y al acceso real y efectivo a la 
administración de justica de un ciudadano que acudió a la 
acción de tutela para lograr que se ordenara la nulidad de 
un proceso ejecutivo singular en el que un juez de la 
jurisdicción civil decidió continuar con la ejecución, aun 
cuando tuvo conocimiento de que el título que sirvió de base 
en el proceso adelantado en su despacho fue adulterado por 
el ejecutante.  

 

Según el alto tribunal,  la autoridad judicial accionada no podía, 
en ejercicio de la libertad de que gozan los jueces para 
valorar el material probatorio, desconocer la justicia 
material, pues aun cuando la petición de nulidad elev ada por el 
actor no tenía soporte en las causales taxativas previstas en el artículo 
1 33  del Código General del Proceso, su actuar devino en un obstáculo 
para la eficacia del derecho sustancial y  en una denegación de justicia 
al incurrir en un defecto fáctico en su dimensión negativa al omitir 
v alorar una prueba documental.  

 

“La libertad de los jueces para v alorar el material probatorio allegado 
a los diferentes procesos no justifica que una autoridad judicial 
incurra en una vía de hecho al ignorar arbitrariamente una 
prueba que tenía la capacidad de modificar el sentido del 
fallo”, precisa la sentencia.  

 

En esa medida, reiteró que la correcta administración de justicia debe 
propender por la garantía y  prev alencia de los derechos sustanciales 
y  la búsqueda de la v erdad en el proceso.  

 

Al respecto, indicó que en la aplicación del sistema probatorio de libre 
apreciación no se puede incurrir: 
  

i. Ni en exceso ritual manifiesto. 
 

ii. Ni en una falta de v aloración de las pruebas 
desconociendo la obligación legal y  constitucional de 
apreciarlas en su conjunto,  verbi gracia, (a) ignorando 
la existencia de alguna, (b) omitiendo su v aloración o 

 
ORDENAN A UN JUEZ CIVIL DECRETAR 
LA NULIDAD DE UN PROCESO POR UNA 
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(c) no dando por probado un hecho o circunstancia que 
del material probatorio emerge clara y objetivamente. 

  

En esa medida, la Corte decidió tutelar los derechos fundamentales 
de los accionantes, aduciendo que el juez le dio prevalencia al derecho 
procedimental antes que al sustancial y  olv idó su papel de garante de 
derechos, su obligación de dar prev alencia al derecho sustancial y su 
compromiso con la búsqueda de la v erdad en el proceso (M. P. 
Cristina Pardo). 

  

Corte Constitucional, Sentencia T-330, Ago. 1 3/1 8.  
Tomado de  Ámbito Jurídico 

 
Sentencia T-330/18 
 
 

Referencia: Expediente T-6.676.532 
 
A cción de tu tela instau rada por José A ntonio Méndez Riveros contra el Juzgado 

Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá y  la Sala Civi l  del  Tribu nal  
Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá. 
 
Magistrada Ponente: 

CRISTIN A  PA RDO SCHLESIN GER  
 

 

Bogotá D.C., trece (13) de agosto de dos mil dieciocho 
(2018) 
 
 

La Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitu cional , integrada por los 
magistrados A lberto Rojas Ríos, José Fernando Reyes Cu artas y  Cristina Pardo 
Schlesinger, qu ien la preside, en ejercicio de su s competencias constitucionales y 
legales, específicamente las previstas en los artícu los 86 y  241 nu meral 9º de la 

Constitu ción Pol í tica, y  en los artícu los 33 y  sigu ientes del Decreto 2591 de 1991, ha 
proferido la sigu iente 
 

SENTENCIA 
 

En el  proceso de revisión de las decisiones ju diciales proferidas, en primera 
instancia, por la Sala de Casación Civi l  de la Corte Suprema de Justicia, el veintiuno 
(21) de noviembre de dos mil  diecisiete (2017) y , en segu nda instancia, por la Sala 
de Casación Laboral  de la Corte Su prema de Ju sticia, el  treinta y uno (31) de enero 

de dos mil  dieciocho (2018), en el  proceso de tu tela de la referencia.  
 
La acción de tu tela fu e seleccionada para revisión por la Sala de Selección de Tutelas 
N ú mero Cu atro de la  Corte Constitu cional 1, mediante A u to proferido el diecisiete 

(17) de abri l  de dos mil  dieciocho (2018), noti ficado por medio del  estado No. 7 del 
dos (2) de mayo de la misma anu al idad.  
 
I. ANTECEDENTES 

 
José A ntonio Méndez Riveros, mediante apoderado ju dicial , presentó acción de 
tu tela para la protección de su  derecho fu ndamental  al  debido proceso, 
presu ntamente vu lnerado por las au toridades accionadas.  



 
1. La demanda 

 
1.1. Informó el  apoderado ju dicial  del  accionante qu e, en el  año 1998, José Antonio 
Méndez Riveros celebró con V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta u n contrato de 

compraventa de u n vehícu lo por el  valor de $29.592.000. Qu e, en su  cal idad de 
comprador, el  actor se obl igó a pagar la su ma referida de la siguiente manera: “una 
cuota inicial de  $3.000.000 y tre inta y se is (36) le tras de  cambio, cada una por un 
valor de  $822.000” 2.  

 
1.2. Manifestó qu e el  peticionario a la su cripción del  contrato entregó la suma de 
$1.000.000 y  firmó u n tí tu lo valor adicional  por $2.000.000 con fecha abierta y sin 
fiador; qu e u n año despu és, el  señor V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta inició en su 

contra u n  proceso ejecu tivo, con fu ndamento en u na letra por $12.000.000, la que 
tachó de falsa, pu es correspondía a la de $2.000.000, adu lterada. El  asu nto le 
correspondió al  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá.  
 

1.3. José A ntonio Méndez Riveros instau ró denuncia penal en contra Vicente Rufino 
Ru ssi  Mendieta, endi lgándole los pu nibles de falsedad en documento privado en 
concu rso con frau de procesal , adu ciendo qu e el  tí tu lo base de recau do fu e 
adu lterado.   

 
1.4. El  13 de ju l io de 2007, el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión 
de Bogotá emitió condena respecto del  señor V icente Ru fino Russi Mendieta, tras 
constatarse qu e el  hoy accionante “(…) e n calidad de  girador firmó la le tra de  

cambio (…) pe ro por la cantidad de  dos millone s de  pe sos, y e l e ncausado 
poste riorme nte  la adulte ró, me diante  la adición de l núme ro 1 y las le tras “ce ” , 
apare cie ndo por doce  millone s” 3

. 

 
Por lo anterior, se condenó a V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta a la pena principal de 
60 meses de prisión y  al  pago de u na mu lta equ ivalente a 200 salarios MLMV  e 
inhabil idad para el  ejercicio de derechos y  fu nciones pú bl icas por u n periodo de 

cinco años, como au tor responsable de los del i tos de falsedad en documento privado 
en concu rso heterogéneo con frau de procesal . A simismo, en el  acápite de otras 
determinaciones, el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión de 
Bogotá dispu so “para su conocimie nto, e nvíe se  fotocopia de  la presente decisión al 

Juzgado 38 Civil de l Circuito de  Bogotá donde  cursó proce so e je cutivo de  mayor 
cuantía de  Vicente Rufino Russi contra José Antonio Méndez y Bertha Romero”4.  
 
1.5. El  9 de ju nio de 2011 el  peticionario al legó la decisión penal al Juzgado 38 Civil 

del  Circu ito de Bogotá, au toridad ju dicial  qu e manifestó que sería tenida en cuenta 
para el  momento procesal  oportu no5.  
 
1.6. Sostiene el  apoderado ju dicial  qu e, el  12 de febrero de 2001 el  Ju zgado 38 Civil 

del  Circu ito de Bogotá dictó u na providencia dentro del  proceso singu lar 
110013103038-1999-00278-01 en la qu e resolvió “se guir adelante con la ejecución” 
en contra del  señor José A ntonio Méndez Riveros. 

 
1.7. Por lo anterior, el  proceso ejecu tivo sigu ió su  cu rso, siendo asu mido el  
conocimiento del  mismo por el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del Circuito de 
Bogotá, en donde, el  21 de marzo de 2013, se accedió a la petición del señor Vicente 

Ru fino Ru ssi  Mendieta de acu mu lar otra demanda de similar naturaleza6, en la cual 
se exigió el  pago de 32 letras de cambio, cu yos vencimientos se causaron en los años 
1999, 2000 y  20017. 
 

1.8. Indica el  actor qu e el  20 de mayo de 2013, el  Ju zgado Tercero de Ejecución Civil 
del  Circu ito de Bogotá l ibró mandamiento de pago por las 32 letras de cambio y 
dispu so su  acu mu lación a la demanda qu e se adelanta con ba se en el título valor 
falsi ficado, pese a tener pleno conocimiento de la sentencia condenatoria proferida 

en la ju risdicción penal  en contra del  acreedor demandante. El 12 de septiembre de 



la misma anu al idad, la referida au toridad ju dicial  decidió continu a r con la 
ejecu ción, y  señaló qu e su rtido el  trámite previsto en el  artícu lo 540 del Código de 

Procedimiento Civi l , los ejecu tados no se opu sieron a la demanda 8.  
 
1.9. Consideró el  accionante qu e la au toridad ju dicial  pasó por alto la falsedad de la 

mencionada letra y  la inexigibi l idad de los otros instru mentos. Por lo anterior, 
requ irió al  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá, con el fin de 
qu e declarara la nu l idad de ese proceso, petición qu e le fu e negada el  14 de 
diciembre de 2016, al  argu mentar qu e la solicitud de nulidad se fundó en una causal 

distinta a las consagradas en el  artícu lo 133 del  Código General  del  Proceso.  La 
ci tada decisión, se confirmó el  12 de ju nio de 2017 por la Sala Civi l  del  Tribunal 
Su perior del  Distri to Ju di cial  de Bogotá.  
 

Por lo anterior, el  apoderado ju dicial  del  accionante sol icita el amparo del derecho 
fu ndamental  al  debido proceso de su  poderdante, al  sostener qu e “e l punible de 
Fraude  Proce sal por e l que  se  conde nó a VICENTE RUFINO RUS S I MENDIETA se 
sigue  consumando toda ve z que  e l Título Valor falsificado sigue  te nie ndo vigencia 

de ntro de l Proce so Eje cutivo S ingular ya que  e l PROCES O CONTINÚA ACTIVO 
por las actuacione s de l Apode rado de  los suce sore s de  la Parte  Actora, pue s e l 
se ñor VICENTE RUFINO RUS S I MENDIETA falle ció” 9. En esa medida, requirió la 
nu l idad del  proceso ejecu tivo singu lar adelantado en su  contra.  

 
2. Contestaci ón de l a demanda 
 
Mediante A u to del  15 de noviembre de 2017, la Sala  de Casación  Civi l  de la Corte 

Su prema de Ju sticia  avocó el  conocimiento de la acción  de tutela de la referencia y 
ordenó correr traslado a las partes y  a todos los intervinientes en el proceso que la 
originó.  

 
En cu mplimiento de la anterior  decisión, se comu nicó a: El Tribunal Superior del 
Distri to Ju dicial  de Bogotá (Salas Civi l  y  Penal), a la Fiscalía 93 Seccional de Bogotá, 
a la  Fiscal ía  116 Seccional  de Bogotá, a  Carlos Alfredo Guarín Ávila, a Vicente Rufino 

Ru ssi  Mendieta, a  José A ntonio Méndez Riveros, a  Héctor Fabio Quintero González, 
apoderado ju dicial  del  accionante, al  Ju zgado Tercero de Ejecu ción  Civi l  del  
Circu ito de Bogotá, al  Ju zgado Segu ndo Penal  Circu ito de Descongestión de Bogotá, 
al  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá, a Ju an Carlos Tovar Garzón, apoderado 

ju dicial  de Wilson  V icente Ru ssi  Cárdenas y  Carl ina Cárdenas Ru ssi , a Wilson 
V icente Ru ssi  Cárdenas, a Carl ina Cárdenas Ru ssi , a Ceci l ia  Sossa Gómez, 
apoderada ju dicial  de V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta, a Bertha Romero y a David 
Cifu entes Barreto.  

 
En cu mplimiento de lo ordenado en providencia  del  15 de noviembre de 2017, se 
recibieron  las sigu ientes respu estas: 
 

2.1. Juzgado 38 Ci vil del Circuito de Bogotá 
 
La Ju ez 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá , mediante escrito del  17 de noviembre de 

2017 10, se refirió a los hechos y  pretensiones de la acción de tutela, en los siguientes 
términos:  
 
Indicó qu e en el  momento no contaba con el  expediente para determinar lo 

acontecido en relación con los au tos proferidos en el  año 2001 en el  marco de la 
acción ejecu tiva en contra del  accionante.  
 
Qu e revisadas las actu aciones adelantadas en el trámite ejecutivo en la página de la 

Rama Ju dicial  – consu lta de proceso, no se encontró qu e el  apoderado del  
accionante haya propu esto en su  oportu nidad recu rso algu no contra esas 
providencias y , por lo tanto, las mismas se encu entran ejecu toriadas.  
 

A du jo qu e el  actor en su  oportu nidad procesal , contó con todos los recursos propios 



del  trámite, pretendiendo ahora revivir términos fenecidos y convertir la acción de 
tu tela en otra instancia, pese a su  carácter su bsidiario.  

 
Conclu yó qu e no incu rrió en vu lneración alguna, pues su actuación se surtió en legal 
forma atendiendo las reglas del  debido proceso. Solicitó se declare la improcedencia 

de la acción de tu tela.  
 
2.2. Tri bunal Superi or del  Di stri to Judi ci al  de Bogotá, Sal a Penal   
 

El  20 de noviembre de 2017 11, la  Sala Penal  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to 
Ju dicial  de Bogotá se pronu nció sobre los hechos y  pretensiones de la demanda e 
informó: 
 

Qu e el  proceso 110013104026-2006-0151-01 segu ido en contra de V icente Rufino 
Ru ssi  Mendieta por el  del i to de estafa, se recibió por reparto el  24 de agosto de 
2007.  
 

Mediante providencia del  7 de marzo de 2008 se confirmó la sentencia de primera 
instancia, proferida por el  Ju zgado Segu ndo Penal  del Circuito de Descongestión de 
Bogotá, el  13 de ju l io de 2007. Por lo anteri or, el  7  de abri l  de 2008 el  defensor del 
procesado interpu so el  recu rso extraordinario de casación, el cual fue concedido el 

19 de mayo sigu iente, ante la Sala Penal  de la Corte Su prema de Ju sticia.  
 
Qu e el  27 de agosto de 2008 se presentó la demanda de casación y el 5 de noviembre 
de 2008 se remitió el  expediente al  su perior jerárqu ico. N o obstante, con decisión 

del  19 de ju nio de 2009, la Sala Penal  de la Corte Su prema de Ju sticia inadmitió la 
demanda de casación. 
 

Finalmente, la Sala Penal  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to Ju dicial de Bogotá 
aclaró qu e el  expediente penal  fu e devu el to al  ju zgado de origen, por lo qu e no se 
cu enta con copia de la decisión de segu nda instancia. A dvirtió que con el escrito de 
tu tela se aportaron las providencias de primer a y  segu nda instancia, así como el 

au to de inadmisión de la Corte Su prema de Ju sticia.  
 
3. Sentenci as objeto de rev i si ón  
 

3.1. Pri mera Instanci a  
  
Mediante providencia del  veintiu no (21) de noviembre de dos mil diecisiete (2017), 
la Sala de Casación Civi l  de la Corte Su prema de Ju sticia neg ó la acción de tutela 

promovida por José A ntonio Méndez Riveros contra el  Ju zgado Tercero de 
Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá y  la Sala Civi l  del  Tribu nal  Su perior del  
Distri to Ju dicial  de Bogotá. 
 

Indicó qu e la sol ici tu d de nu l idad presentada por el  accionante no se soportó en las 
cau sales taxativas previstas para el  efecto en el  artícu lo 133 Código General del 
Proceso. A simismo, aclaró qu e el  reclamo del  tu telante debió venti larse como 

excepciones en el  ju icio.  
 
Conclu yó qu e el  presente caso no existió vu lneración del  derecho fundamental del 
debido proceso en cabeza de José A ntonio Méndez Riveros.  

 
3.2. Impugnaci ón 
 
El  apoderado de la parte accionante, presentó escrito de impugnación mediante el 

cu al  reiteró lo m anifestado en la acción de tu tela y  destacó qu e continu ar u na 
ejecu ción fu ndamentada en u n tí tu lo valor adu lterado constituye una “flagrante 
nulidad constitucional de l de bido proce so” .  
 



A simismo, insistió en qu e admitir la acumulación de otra demanda con fundamento 
en letras de cambio cu ya acción cambiaria ha cadu cado vu lnera las garantías 

procesales de su  poderdante.  
 
A claró qu e el  artícu lo 132 del  Código General  del  Proceso señala que “agotada cada 

e tapa de l proce so e l jue z de be rá re alizar control de  le galidad para corre gir o 
sane ar los vicios que  configure n nulidade s u otras irre gularidades del proceso, las 
cuale s, salvo que  se  trate  de  he chos nue vos, no se  podrán ale gar e n las e tapas 
siguie nte s (…)” . A u nado a lo anterior, sostu vo el  apoderado judicial que el artículo 

134 de la referida norma procesal  dispone qu e “ las nulidade s podrán alegarse en 
cualquie ra de  las instancias ante s de  que  se  dicte  se nte ncia o con poste rioridad a 
e sta (…)” .  
 

Qu e en ese orden de ideas, el  ju ez competente debió advertir la cadu cidad de la 
acción cambiaria de los tí tu los valores presentados y  rechazar la acumulación al 
real izar el  control  de legal idad pertinente; máxime, si  se tiene en cu enta que el 
mandamiento de pago de la segu nda demanda (la de las 32 letras) fue notificado 

mediante estado N o. 024 del  29 de mayo de 2013 y  el  mandamiento de pago que se 
l ibró dentro de la ejecu ción de la letra adu lterada fu e noti ficado personalmente el 
15 de ju nio de 1999, es decir, 14 años antes.  
 

A firmó qu e, al  contestar la demanda del  tí tu lo valor falsificado se había propuesto 
como excepción de mérito “alte ración de l título valor obje to de l proce so (art. 784-
5a C. de  Co.)” . Qu e posteriormente, aportó copia de las decisiones proferidas en la 
ju risdicción penal  sobre la falsedad de docu mento privado y  frau de procesal , 

al legadas al  proceso ejecu tivo el  9 de ju nio de 2011, y  respecto de las cuales el Juez 
38 Civi l  del  Circu ito manifestó “… se rán te nidas e n cue nta para e l mome nto 
proce sal oportuno” .  

 
Por lo anterior, el  apoderado ju dicial  sol i ci tó se tu tele el  derecho fundamental del 
debido proceso y  otros qu e pu dieran estarse desconociendo al  señor José Antonio 
Méndez Riveros, se revoqu e la providencia del  12 de ju nio de 2017 dictada por la 

Sala Civi l  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to Ju dicia l  de Bogotá y  se decrete la 
nu l idad de todo lo actu ado a partir de los au tos admisorios de las demandas, 
inclu sive, dentro del  proceso ejecu tivo singu lar con nú mero de radicado 11001-31-
03-038-1999-00278-01 qu e cu rsa en el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  

Circu ito.  
 

3.3. Decisión del juez de tutela de segunda 
instancia 
 
La Corte Su prema de Ju sticia, Sala de Casación Laboral , mediante sentencia del 
treinta y  u no (31) de enero de dos mil  dieciocho (2018), resolvió confirmar el fallo 
impu gnado. Consideró qu e la decisión de negar la sol ici tu d de nulidad del proceso 

ejecu tivo singu lar, al  estimar qu e la misma fue fundada en una causal distinta a las 
consagradas en el  artícu lo 133 del  Código General  del  Proceso, y  por lo tanto no se 
advierte caprichosa o antojadiza, dado qu e la au toridad judicial acusada fundó su 
determinación en argu mentos sól idos y  en la apreciación razonable de las pruebas 

recau dadas.  
 
4. Pruebas aportadas por el  apoderado judi ci al  del  acci onante y  
v al oradas por l os jueces de i nstanci as 

 
Se al legaron los sigu ientes docu mentos: (i ) memorial  presentado por José Antonio 
Méndez Riveros ante el  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá el  9 de ju nio de 

2011; (i i ) copia del  au to del  9 de ju nio de 2011, proferido por el  Ju zgado 38 Civil del 
Circu ito de Bogotá, mediante el  cu al  se ordena agregar a los au tos las fotocopias 
anexas al  memorial  antes ci tado; (i i i ) memorial  presentado por el accionante ante 
el  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá el  18 de febrero de 2003, mediante el cual 



se sol ici ta l a preju dicial idad mientras se adelanta la investigación penal  por 
adu lteración de letra de cambio; (iv) copia de la sol ici tu d de nu l idad presentada 

ante el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá; (v) copia del auto 
qu e niega la sol ici tu d de nu l idad con base en el  artícu lo 133 del Código General del 
Proceso; (vi) copia del  escrito de impu gnación; (vi i) copia del  au to qu e resuelve 

recu rso; (vi i i ) copia de la sentencia N o. 029-07, proferida el  13 de julio de 2007 por 
el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión de Bogotá, en la qu e se 
condenó a V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta como au tor responsable de los delitos de 
falsedad en docu mento privado en concu rso heterogéneo con fraude procesal; (ix) 

copia de la sentencia dictada por la Sal a Penal  del  Tribu nal  Su perior de Bogotá, 
mediante la cu al  se confirma la condena impuesta a Vicente Rufino Russi Mendieta; 
(x) copia de la providencia proferida por la Sala de Casación Penal  de la Corte 
Su prema de Ju sticia qu e resolvió inadmitir la demanda de casación presentada por 

el  defensor de V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta.  
 
II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
  

1. Competenci a  
 
Esta Sala de Revisión es competente para revisar los fal los de tu tela proferidos 
dentro del  trámite de referencia, con fu ndamento en lo dispu esto por los artículos 

86, inciso 3°, y  241, nu meral  9°, de la Constitu ción Política, en concordancia con los 
artícu los 33, 34, 35 y  36 del  Decreto 2591 de 1991. 
 
2. Presentaci ón del  caso  

 
El  ciu dadano José A ntonio Méndez Riveros, mediante apoderado judicial, instauró 
acción de tu tela contra el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civil del Circuito de Bogotá y 

la Sala Civi l  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to Ju dicial de Bogotá, al considerar que 
dichas entidades ju diciales vu lneraron su derecho fundamental al debido proceso, al 
resolver segu ir adelante con la ejecu ción dentro de un proceso ejecutivo singular en su 
contra, pese a qu e se logró demostrar a través de u n dictamen grafológico, expedido 

dentro de u n proceso penal  qu e condenó a V icente Rufino Russi Mendieta a la pena de 
60 meses de prisión como au tor responsable de los delitos de falsedad en documento 
privado en concu rso heterogéneo con frau de procesal , la adulteración de la letra de 
cambio qu e sirvió de origen al referido proceso adelantado en contra del accionante.  

 
Lo anterior, al  negar la sol ici tu d de nu l idad presentada por el actor con base en que la 
misma no se su stentó en ninguna de las causales taxativas señaladas en el artículo 133 
del  Código General  del  Proceso, por lo qu e la petición debió presentarse como 

excepción en la etapa procesal  pertinente.  
 
En esa medida, considera qu e se debe decretar la nu l idad de todo lo actuado a partir 
de los au tos admisorios de la demanda, dentro del  proceso ejecu tivo singular con 

nú mero de radicado 11001-31-03-038-1999-00278-01 qu e cu rsa en el  Ju zgado 
Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá.  
 

2.1. Probl ema jurí di co  
 
En atención  a lo expu esto, corresponde a la Sala determinar si  el Juzgado Tercero 
de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá vu lneró los derechos fu ndamentales al 

debido proceso y  al  acceso real  y  efectivo a la administración  de ju sticia del señor 
José A ntonio Méndez Riveros, al  negar la nu l idad de u n proceso ejecutivo singular 
iniciado en contra del  accionante con base en u n tí tulo valor adulterado, con lo cual 
incu rrió presu ntamente en los defectos fáctico y  procedimental por exceso ritual 

manifiesto pu es omitió su  obl igación  legal  y  consti tucional de valorar una prueba 
qu e se aportó como resu l tado de u n proceso penal  al  apl icar rigu rosamente el  
derecho procesal . 
 



Con el  fin  de dar solu ción al  problema ju rídico planteado, la Sala entrará a estudiar 
los sigu ientes temas: pri mero, la procedencia de la acción  de tu tela contra 

providencias ju diciales, segundo, el  defecto fáctico como cau sal  específica de 
procedibi l idad de la acción de tu tela contra providencia judicial, y tercero, el defecto 
procedimental  por exceso ri tu al  manifiesto como causal específica de procedibilidad 

de la acción de tu tela contra providencias judiciales. Para seguidamente analizar de 
fondo el  caso concreto.  
 
3. Procedenci a excepci onal  de l a acci ón de tutel a contra providencias 

judi ci al es. Rei teraci ón de juri sprudenci a  
 
3.1. La Constitu ción Pol í tica de 1991 consagra en su  artícu lo 86 qu e la acción de 
tu tela procede contra toda acción u  omisión de cu alqu ier au toridad pú bl ica, 

comprendiendo dentro de dicho concepto a “ todas aque llas pe rsonas que  e stán 
facultadas por la normatividad para e je rce r pode r de  mando o decisión en nombre 
de l Estado y cuyas actuacione s obligue n y afe cte n a los particulare s” 12, dentro de 
las qu e se encu entran las au toridades ju diciales.  

 
Esta Corporación ha aceptado qu e a través de la acción de tu tela se revisen las 
decisiones ju diciales qu e resu l ten atentatorias de los derechos fundamentales de las 
partes procesales, especialmente, del  derecho al  debido proceso. Sin embargo, esta 

procedencia es excepcional  “e n ate nción a los principios de  cosa juzgada, 
autonomía e  inde pe nde ncia judicial, se guridad jurídica, y a la naturale za 
subsidiaria de  la acción de  tute la de  que  trata la misma Constitución” 13.  
 

3.2. En Sentencia C-543 de 1992, la Corte al  estu diar u na demanda de 
inconsti tu cional idad presentada contra el  Decreto 2591 de 1991, “Por e l cual se 
re glame nta la acción de  tute la consagrada e n e l artículo 86 Constitucional” , 

declaró inexequ ibles los artícu los 11, 12 y  40 de dicha norma, los cuales se referían 
a la caducidad y la competencia especial de la tutela contra providencias judiciales.  
 
En esa oportu nidad, esta Corporación consideró qu e la acción de tu tela no fu e 

creada para controvertir decisiones ju diciales, sino para “dar solución eficiente a 
situacione s de  he cho cre adas por actos u omisione s que  implican la transgresión 
o la ame naza de  un de re cho fundame ntal, re spe cto de  las cuale s el sistema jurídico 
no tie ne  pre visto otro me canismo susce ptible  de  se r invocado ante  los jue ce s a 

obje to de  lograr la prote cción de l de re cho” . N o obstante, en lo atinente a la 
vu lneración de derechos fu ndamentales por parte de las personas e instituciones 
encargadas de administrar ju sticia, en la referida Sentencia C-543 de 1992, se 
precisó qu e los ju eces son “autoridade s públicas” , y  como tal  pu eden con su s 

actu aciones o con su s omisiones vu lnerar garantías constitucionales. Al respecto 
señaló: 
 

“Nada obsta para que  por la vía de  la tute la se  orde ne  al jue z que  ha 

incurrido e n dilación injustificada e n la adopción de  de cisione s a su 
cargo, que  proce da a re solve r o que  obse rve  con dilige ncia los 
té rminos judiciale s, ni riñe  contra los pre ce ptos constitucionale s la 

utilización de  e sta figura ante  actuacione s de  he cho imputable s al 
funcionario por me dio de  las cuale s se  de sconozcan o ame nace n los 
de re chos fundame ntale s, ni tampoco cuando la de cisión pue da 
causar un pe rjuicio irre me diable , para lo cual sí e stá 

constitucionalme nte  autorizada la tute la pe ro como me canismo 
transitorio cuyo e fe cto, que da supe ditado a lo que  se  re sue lva de  
fondo por e l jue z ordinario compe te nte . En hipóte sis como e stas no 
pue de  hablarse  de  ate ntado alguno contra la se guridad jurídica de  

los asociados, sino que  se  trata de  hace r re alidad los fine s que  
pe rsigue  la justicia” . 

 
3.2.1. La Corte Constitu cional  mantu vo abierta la posibi l idad para qu e en casos 

excepcionales fu era admitida la viabi l idad procesal  de la acción de tutela contra 



providencias ju diciales. Lo anterior, al  constatarse que la decisión judicial “incurría 
e n una de sviación de  tal magnitud, que  e l acto profe rido no me re cía la 

de nominación de  provide ncia, pue s había sido de spojada de  dicha calidad. En 
de sarrollo de  lo e xpue sto, se  de te rminó que  e l orde namie nto jurídico no podía 
amparar situacione s que  –e n principio– cobijadas por e l manto de l e je rcicio 

autónomo de  la función judicial, lle vaban a una violación protube rante  de  la 
Constitución y, e n e spe cial, de  los bie ne s jurídicos más pre ciados para el hombre 
(de re chos fundame ntale s). Esta figura se  de nominó  “vía de  he cho”  (…)” .14  
 

3.3. Posteriormente, en la Sentencia C-590 de 2005, en la qu e se estu dió u na 
demanda de inconsti tu cional idad en contra del  artículo 185 parcial de la Ley 906 de 
2004, qu e su pu estamente impedía qu e las sentencias de casación fu eran 
intangibles, inmodificables e intocables, la doctrina de las vías de hecho fu e 

modificada. En ese fal lo, la Corte señaló qu e “ la tute la sólo pue de  proce de r si se 
cumple n cie rtos y rigurosos re quisitos de  proce dibilidad.  De ntro de estos pueden 
distinguirse  unos de  carácte r ge ne ral, que  habilitan la inte rposición de la tutela, y 
otros de  carácte r e spe cífico, que  tocan con la proce de ncia misma del amparo, una 

ve z inte rpue sto” . 
 
3.3.1. Los requ isitos generales señalados en la Sentencia C-590 de 2005, “hacen 
re fe re ncia a la viabilidad de  la acción de  tute la contra provide ncias judiciales, con 

la e ficacia de  principios de  e stirpe  constitucional y le gal como la se guridad 
jurídica, la cosa juzgada, la inde pe nde ncia y autonomía de l jue z, y la distribución 
je rárquica de  compe te ncias al inte rior de  la rama judicial” .15 A  saber: 
  

“a. Que  la cue stión que  se  discuta re sulte  de  e vide nte  re le vancia constitucional. El 
jue z constitucional no pue de  e ntrar a e studiar cue stione s que  no tie ne n una clara 
y marcada importancia constitucional so pe na de  involucrarse  e n asuntos que  

corre sponde  de finir a otras jurisdiccione s.16 En conse cue ncia, el juez de tutela debe 
indicar con toda claridad y de  forma e xpre sa porqué  la cue stión que  e ntra a 
re solve r e s ge nuiname nte  una cue stión de  re le vancia constitucional que afecta los 
de re chos fundame ntale s de  las parte s.  

 
b. Que  se  hayan agotado todos los me dios -ordinarios y e xtraordinarios- de  
de fe nsa judicial al alcance  de  la pe rsona afe ctada, salvo que  se  trate  de  e vitar la 
consumación de  un pe rjuicio iusfundame ntal irre me diable .17  De  allí que  se a un 

de be r de l actor de sple gar todos los me canismos judiciale s ordinarios que  e l 
siste ma jurídico le  otorga para la de fe nsa de  sus de re chos.  De  no se r así, e sto es, 
de  asumirse  la acción de  tute la como un me canismo de  prote cción alte rnativo, se 
corre ría e l rie sgo de  vaciar las compe te ncias de  las distintas autoridade s 

judiciale s, de  conce ntrar e n la jurisdicción constitucional todas las de cisione s 
inhe re nte s a e llas y de  propiciar un de sborde  institucional e n e l cumplimiento de 
las funcione s de  e sta última.  
 

c. Que  se  cumpla e l re quisito de  la inme diate z, e s de cir, que  la tute la se  hubie re  
inte rpue sto e n un té rmino razonable  y proporcionado a partir de l he cho que  
originó la vulne ración18.  De  lo contrario, e sto e s, de  pe rmitir que  la acción de  

tute la proce da me se s o aún años de spué s de  profe rida la de cisión, se sacrificarían 
los principios de  cosa juzgada y se guridad jurídica ya que  sobre  todas las 
de cisione s judiciale s se  ce rniría una absoluta ince rtidumbre  que  las desdibujaría 
como me canismos institucionale s le gítimos de  re solución de  conflictos. 

 
d. Cuando se  trate  de  una irre gularidad proce sal, de be  que dar claro que la misma 
tie ne  un e fe cto de cisivo o de te rminante  e n la se nte ncia que  se  impugna y que afecta 
los de re chos fundame ntale s de  la parte  actora19.  No obstante , de  acue rdo con la 

doctrina fijada e n la S e nte ncia C-591-05, si la irre gularidad comporta una grave 
le sión de  de re chos fundame ntale s, tal como ocurre  con los casos de pruebas ilícitas 
susce ptible s de  imputarse  como críme ne s de  le sa humanidad, la prote cción de  
tale s de re chos se  ge ne ra inde pe ndie nte me nte  de  la incide ncia que  te ngan e n el 

litigio y por e llo hay lugar a la anulación de l juicio.  



 
e . Que  la parte  actora ide ntifique  de  mane ra razonable  tanto los he chos que  

ge ne raron la vulne ración como los de re chos vulne rado s y que hubiere alegado tal 
vulne ración e n e l proce so judicial sie mpre  que  e sto hubie re  sido posible 20.  Esta 
e xige ncia e s compre nsible  pue s, sin que  la acción de  tute la lle gue  a rode arse  de 

unas e xige ncias formale s contrarias a su naturale za y no pre vistas  por e l 
constituye nte , sí e s me ne ste r que  e l actor te nga claridad e n cuanto al fundamento 
de  la afe ctación de  de re chos que  imputa a la de cisión judicial, que  la haya 
plante ado al inte rior de l proce so y que  dé  cue nta de  todo e llo al mome nto de  

pre te nde r la prote cción constitucional de  sus de re chos. 
 
f. Que  no se  trate  de  se nte ncias de  tute la21.  Esto por cuanto los de bate s sobre  la 
prote cción de  los de re chos fundame ntale s no pue de n prolongarse  de  mane ra 

inde finida, mucho más si todas las se nte ncias profe ridas  son some tidas a un 
riguroso proce so de  se le cción ante  e sta Corporación, proce so en virtud del cual las 
se nte ncias no se le ccionadas para re visión, por de cisión de  la sala re spe ctiva, se 
tornan de finitivas” .22 

 
3.3.2. Esta Corporación en la Sentencia C-590 de 2005 señaló qu e además de los 
requ isitos generales, para qu e proceda la acción de tu tela contra providencia 
ju dicial , es necesaria la existencia de al  menos una causal especial de procedibilidad 

o defecto su stancial  grave qu e haga discordante la decisión  ju dicial  con los 
preceptos consti tu cionales.23 Éstos corresponden a:  
 
“a. De fe cto orgánico, que  se  pre se nta cuando e l funcionario judicial que  profirió 

la provide ncia impugnada, care ce , absolutame nte , de  compe te ncia para e llo.  
 
b. De fe cto proce dime ntal absoluto, que  se  origina cuando e l jue z actuó 

comple tame nte  al marge n de l proce dimie nto e stable cido.  
 
c. De fe cto fáctico, que  surge  cuando e l jue z care ce  de l apoyo probatorio que  
pe rmita la aplicación de l supue sto le gal e n e l que  se  suste nta la de cisión.  

 
d. De fe cto mate rial o sustantivo, como son los casos e n que  se  de cide  con base en 
normas ine xiste nte s o inconstitucionale s 24 o que  pre se ntan una evidente y grosera 
contradicción e ntre  los fundame ntos y la de cisión.  

 
f. Error inducido, que  se  pre se nta cuando e l jue z o tribunal fue  víctima de  un 
e ngaño por parte  de  te rce ros y e se  e ngaño lo condujo a la toma de  una de cisión 
que  afe cta de re chos fundame ntale s. 

 
g. De cisión sin motivación, que  implica e l incumplimie nto de  los se rvidore s 
judiciale s de  dar cue nta de  los fundame ntos fácticos y jurídicos de  sus de cisiones 
e n e l e nte ndido que  pre cisame nte  e n e sa motivación re posa la le gitimidad de su 

órbita funcional. 
 
h. De sconocimie nto de l pre ce de nte , hipóte sis que  se  pre senta, por ejemplo, cuando 

la Corte  Constitucional e stable ce  e l alcance  de  un de re cho fundame ntal y e l jue z 
ordinario aplica una le y limitando sustancialme nte  dicho alcance . En e stos casos 
la tute la proce de  como me canismo para garantizar la e ficacia jurídica de l 
conte nido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.25 

 
i. Violación dire cta de  la Constitución, que  e s e l de fe cto que  se  de duce  de  infringir 
dire ctame nte  una o varias disposicione s o normas razonable me nte  vinculables a 
la Constitución” .26 

 
Bajo este entendido, la acción de tu tela procede contra providencias ju diciales 
cu ando se configu ran los requ isitos generales y  al  menos u na de las cau sales 
específicas de procedibi l idad para entrar a veri ficar excepcionalmente, si con la 



decisión tomada en algu na de las respectivas ju ri sdicciones, se incu rrió en la 
vu lneración de algú n derecho fu ndamental .  

 
4. El  defecto fácti co como causal  especí fi ca de procedi bi l i dad de l a 
acci ón de tutel a contra prov i denci a judi ci al . Rei teraci ón de 

juri sprudenci a 27 
 
4.1. El  defecto fáctico es u na cau sal  especial  de procedencia de la tu tela contra 
providencias ju diciales, en tanto qu e el  estu dio del  material  probatorio se debe 

hacer a la lu z de las reglas de la sana crí tica. A l  respecto, en la Sentencia T-310 de 
2009, esta Corporación señaló: “ la valoración de  las prue bas e n e l proceso es uno 
de  los campos e n que  cobra mayor re le vancia e l e je rcicio de  la autonomía e  
inde pe nde ncia judicial. El e je rcicio e piste mológico que  pre ce de  al fallo e s una 

tare a que  involucra, no solo la conside ración ace rca de  las consecuencias jurídicas 
que  e n mate ria probatoria impone  e l orde namie nto jurídico positivo, sino también 
la valoración que  de  los he chos de l caso re alice  e l funcionario judicial, a partir de 
su propia e xpe rie ncia y de  su conocimie nto sobre  e l áre a de l de re cho 

corre spondiente, tópicos que suelen re unirse  bajo e l conce pto de  sana crítica” .  
 
En efecto, para la Corte Constitu cional , “ la labor e valuativa de l juzgador implica, 
ne ce sariame nte , la adopción de  crite rios obje tivos28, no simple me nte  supuestos 

por e l jue z, racionale s29, e s de cir, que  ponde re n la magnitud y e l impacto de cada 
una de  las prue bas alle gadas, y rigurosos30, e sto e s, que  mate rialice n la función 
de  administración de  justicia que  se  le s e ncomie nda a los funcionarios judiciales 
sobre  la base  de  prue bas de bidame nte  re caudadas” .31  

  
4.2. Segú n lo ha manifestado la Corte, la material ización del defecto fáctico se puede 
dar por dos dimensiones: positiva y  negativa. 

 
La dimensión negativa su rge “cuando e l jue z nie ga o valora la prueba de manera 
arbitraria, irracional y caprichosa u omite  su valoración y sin razón vale dera da 
por no probado e l he cho o la circunstancia que  de  la misma e me rge  clara y 

obje tivame nte ” 32. 
 
La dimensión positiva se configu ra en los eventos en los que se realiza una indebida 
apreciación probatoria; es decir, cu ando el  ju ez somete a consideración y valoración 

u n elemento probatorio cu ya i legitimidad impide inclu irlo en el proceso (artículo 
29 C.P.)33.  Se trata de la inclu sión y  valoración de la pru eba i legal, de aquella que 
ha sido practicada, recau dada, y  valorada en contravía de las formas propias de cada 
ju icio, concretamente, del  régimen legal  de la pru eba, o de la pru eba 

inconsti tu cional , esto es, de aqu el la pru eba qu e en agresión directa a los preceptos 
consti tu cionales, ha sido inclu ida en el   proceso en desconocimiento y afrenta de 
derechos fu ndamentales34. 
 

4.3. Para la Corte, el  marco de garantías dentro del  cual el funcionario judicial debe 
desempeñar su  rol  consti tu cional  de administrar justicia está estrechamente ligado 
a la au tonomía ju dicial . A l  respecto, en la Sentencia T-104 de 2014, reiteró lo 

sigu iente:   
 
“S i bie n e l juzgador goza de  un amplio marge n para valorar e l mate rial 
probatorio e n e l cual ha de  fundar su de cisión y formar libre me nte  su 

conve ncimie nto, “ inspirándose  e n los principios cie ntíficos de  la sana crítica (arts. 
187 C.P.C y 61 C.P.L)”  , dicho pode r jamás pue de  e je rce rse  de  mane ra arbitraria; 
su actividad e valuativa probatoria implica, ne ce sariame nte , la adopción de  
crite rios obje tivos , no simple me nte  supue stos por e l jue z; racionales , es decir, que 

ponde re n la magnitud y e l impacto de  cada una de  las prue bas alle gadas; y 
rigurosos , e sto e s, que  mate rialice n la función de  administración de  justicia que 
se  le s e ncomie nda a los funcionarios judiciale s sobre  la base  de  prue bas 
de bidame nte  re caudadas.."   

 



4.4. La ju rispru dencia de la Corte ha reiterado los sigu ientes su pu estos como 
manifestaciones del  defecto fáctico35:  

 
(i) Omisión por parte  de l jue z e n e l de cre to y práctica de  prue bas.  
 

Segú n esta Corporación, se configu ra cu ando el funcionario judicial omite el decreto 
y  la práctica de pru ebas condu centes y  pertinentes para adoptar la decisión, 
generando en consecu encia la indebida condu cción del  proceso respecto “[…] de 
cie rtos he chos que  re sultan indispe nsable s para la solución de l asunto jurídico 

de batido.”  
 
(ii) No valoración de l mate rial probatorio alle gado al proce so judicial.  
 

Esta h ipótesis tiene lu gar, cu ando la au toridad ju dicial  a pesar de qu e en el  
respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite  conside rarlos, no los 
advie rte  o simple me nte  no los tie ne  e n cue nta para e fe ctos de  fundame ntar la 
de cisión re spe ctiva, y e n e l caso concre to re sulta e vidente que de haberse realizado 

su análisis y valoración, la solución de l asunto jurídico de batido variaría 
sustancialme nte .”   
 
(iii) Valoración de fe ctuosa de l ace rvo probatorio. 

 
Esta si tu ación tiene lu gar, cu ando el  operador ju rídico decide separarse por 
completo de los hechos debidamente probados, y  resu elve a su  arbitrio el asunto 
ju rídico pu esto a su  consideración apartándose de la evidencia probatoria, o cuando 

aprecia u na pru eba al legada al  proceso qu e se encu entra viciada.  
 
Para esta Corporación, los ju eces de las  respectivas ju risdicciones cuentan con un 

al to grado de discrecional idad y  l ibertad en el  convencimiento al  momento de 
efectu ar la valoración probatoria, si tu a ción qu e hace recaer sobre las autoridades 
ju diciales, de manera correlativa, u na responsabilidad de evaluar con racionalidad 
y  objetividad el  material  probatorio, en otras palabras, “(…), dicho poder jamás 

pue de  se r arbitrario; su actividad e valuativa probatoria supone  necesariamente 
la adopción de  crite rios obje tivos, racionale s, se rios y re sponsables. No se adecua 
a e ste  de side ratum, la ne gación o valoración arbitraria, irracional y caprichosa 
de  la prue ba, que  se  pre se nta cuando e l jue z simple me nte  igno ra la prueba u omite 

su valoración o sin razón vale de ra alguna no da por probado e l he cho o la 
circunstancia que  de  la misma e me rge  clara y obje tivame nte ” 36.   
 
4.5. En concordancia con su  propia ju rispru dencia, esta Corporación ha advertido 

qu e “ solo e s factible  fundar una acción de  tute la cuando se  obse rva que  de  una 
mane ra manifie sta apare ce  arbitraria la valoración probatoria he cha por el juez 
e n la corre spondie nte  provide ncia. El e rror e n e l juicio valorativo de  la prue ba 
‘de be  se r de  tal e ntidad que  se a oste nsible , flagrante  y manifie sto, y el mismo debe 

te ne r una incide ncia dire cta e n la de cisión, pue s e l jue z de  tute la no pue de  
conve rtirse  e n una instancia re visora de  la actividad de  e valuación probatoria del 
jue z que  ordinariame nte  conoce  de  un asunto, se gún las re glas ge ne rale s de  

compe te ncia’” 37. 
 
4.5.1. La Corte Constitu cional  en la Sentencia SU-159 de 200238 abordó el análisis 
y  desarrol lo del  inciso ú l timo del  artícu lo 29 de la Constitu ción Pol í tica 39, y  

estableció qu e l a sanción contenida  en él  permite apl icar la regla general  
consti tu cional  de exclu sión de las pru ebas 40, teniendo en cu enta para el lo, las 
sigu ientes consideraciones: 
 

“En prime r lugar, e s importante  e xaminar si se  trata de  una 
irre gularidad me nor que  no afe cta e l de bido proce so. En e se  e vento 
la prue ba no tie ne  que  se r obligatoriame nte  e xcluida. S e gún e sta 
conside ración, se  e stá ante  una ile galidad que  compromete el debido 

proce so, bie n se a cuando se  han afe ctado las re glas sustantivas que 



prote ge n la inte gridad de l siste ma judicial o que  buscan impe dir que 
se  tome n de cisione s arbitrarias o bie n se a cuando han sido 

de sconocidas formalidade s e se nciale s que  ase guran la confiabilidad 
de  la prue ba y su valor para de mostrar la ve rdad re al de ntro de l 
proce so. El mandato constitucional de  e xclusión cobija a las pruebas 

obte nidas de  mane ra inconstitucional o con violación de  re glas 
le gale s que  por su importancia tornan a una prue ba e n ilícita. 
 
En se gundo lugar, e s ne ce sario conside rar e l alcance  del concepto de 

de bido proce so al cual alude  la norma constitucional, e sto e s, si se  
re fie re  e xclusivame nte  a las re glas proce sale s o si también incluye las 
que  re gulan la limitación de  cualquie r de re cho fundame ntal, como la 
intimidad, e l se cre to profe sional y la libe rtad de  concie ncia. En 

Colombia, se  ha dicho que  e l conce pto de  de bido proceso es sustancial, 
e sto e s, compre nde  las formalidade s y e tapas que  garantizan la 
e fe ctividad de  los de re chos de  las pe rsonas y las prote ge n de  la 
arbitrarie dad de  las autoridade s 41, tanto e n e l de sarrollo de  un 

proce so judicial o administrativo como, ade más, fre nte  a cualquie r 
actuación que  implique  la afe ctación de  de re chos constitucionale s 
fundame ntale s. 
 

En te rce r lugar, e s ne ce sario te ne r e n cue nta que  e l de re cho penal en 
un Estado social de  de re cho, tambié n busca un ade cuado 
funcionamie nto de  la justicia y, obviame nte , no funciona bie n la 
justicia que  conduce  a la impunidad o a un fallo arbitrario, e s de cir, 

que  care ce  de  la virtud de  garantizar e fe ctivame nte  los de re chos, 
principios y fine s constitucionale s de sarrollados por la le gislación 
pe nal. Por e llo, la de cisión de  e xcluir una prue ba incide  no solo e n el 

re spe to a las garantías de  imparcialidad, de bido proce so y de recho 
de  de fe nsa, sino, ade más, e n e l goce  e fe ctivo de  otros de re chos 
constitucionale s tale s como la vida, la inte gridad y la libe rtad, 
prote gidos por e l le gislador me diante  la sanción de  quie ne s violen el 

Código Pe nal. 
 
En cuarto lugar, e l mandato constitucional de  e xclusión de  las 
prue bas obte nidas con violación de l de bido proce so e xige  que  e l 

funcionario judicial de  mane ra e xpre sa de te rmine  que  la prue ba 
viciada no pue de  continuar formando parte  de l e xpe die nte . Si bien la 
carta se ñala que  dicha prue ba e s ‘nula de  ple no de re cho’ , de  los 
ante ce de nte s e n la Asamble a Constituye nte  y de  la finalidad de  la 

norma constitucional, se  infie re  que  los de re chos y principios 
constitucionale s son e fe ctivame nte  garantizados cuando hay una 
de cisión e xplícita de  e xclusión que  ofre zca ce rte za sobre  las pruebas 
que  no podrán usarse  e n e l proce so y que  no pue de n se r fundamento 

ni de  la acusación ni de  la se nte ncia. La e xclusión de  la prueba viciada 
e xige  que  e sta no forme  parte  de  la convicción, de  tal mane ra que  e l 
funcionario no pue de  conside rarla. Las cue stione s re lativas a la 

mane ra como de be  re alizarse  de sde  e l punto de  vista mate rial la 
e xclusión de  la prue ba viciada, al instrume nto proce sal para e xigir 
su e xclusión y a la situación de l funcionario judicial que  haya 
mante nido la prue ba viciada, así como otras sobre  e sta mate ria, se  

e ncue ntran de ntro de l ámbito de  la pote stad de  configuración de l 
le gislador. Cuando e ste  de cida e je rce rla e n e l futuro, habrá de hacerlo 
obviame nte  de  conformidad con la Constitución.” 42 
 

En conclu sión, el  defecto fáctico es u na cau sal  especial  de procedencia de la tutela 
contra providencias ju diciales, en tanto qu e el  estu dio del  material probatorio se 
debe hacer a la lu z de las reglas de la sana crí tica. N o obstante, siempre será el juez 
natu ral  qu ien, en principio, deba definir el  grado de eficacia de la prueba para llevar 

a su  conocimiento la ocu rrencia o no de u nos hechos, pu es no todo error es 



consti tu tivo de la estu diada cau sal  especial , solo lo es aqu el  yerro oste nsible , 
flagrante  y manifie sto ,  qu e tenga u na incidencia directa en la decisión, toda vez 

qu e el  ju ez de tu tela no pu ede convertirse en u na instancia revisora de la actividad 
de evalu ación probatoria de la au toridad ju dicial  que ordinariamente conoce de un 
asu nto, segú n las reglas generales de competencia.  

 
5. El  defecto procedi mental  por exceso ri tual  mani fi esto como causal 
especí fi ca de procedi bi l i dad de l a acci ón de tutela contra providencias 
judi ci al es. Rei teraci ón de juri sprudenci a  

 
5.1. El  defecto procedimental  como cau sal  específica de procedibilidad de la acción 
de tu tela contra providencias ju diciales se su stenta en los artícu los 29 y  228 
Su periores y  en el  principio de prevalencia del  derecho sustancial sobre el procesal, 

predicable de todas las decisiones proferidas en ejercicio de la administración de 
ju sticia.  
 
5.1.1. La Ju rispru dencia consti tu cional  distingu e dos tipos de defectos 

procedimentales. El  primero de el los se denomina defecto procedimental absoluto, 
y  se presenta cu ando el  fu nciona rio ju dicial  desconoce las formas propias de cada 
ju icio, es decir, cu ando “ se  aparta por comple to de l proce dimie nto e stable cido 
le galme nte  para e l trámite  de  un asunto e spe cífico, ya se a porque : i) se  ciñe  a un 

trámite  comple tame nte  aje no al pe rtine nte  -de svía e l cauce  de l asunto-, o ii) omite 
e tapas sustanciale s de l proce dimie nto e stable cido le galme nte , afe ctando e l 
de re cho de  de fe nsa y contradicción de  una de  las parte s de l proce so ”43. 
 

El  segu ndo es el  defecto procedimental  por exceso ri tu al manifiesto, y se configura 
cu ando“(…) un funcionario utiliza o concibe  los proce dimie ntos como un obstáculo 
para la e ficacia de l de re cho sustancial y por e sta vía, sus actuaciones devienen en 

una de ne gación de  justicia”; es decir, el  fu ncionario ju dicial incurre en un defecto 
procedimental  por exceso ri tu al  manifiesto cu ando “ (i) no tie ne  pre se nte que el 
de re cho proce sal e s un me dio para la re alización e fe ctiva de  los de re chos de los 
ciudadanos, (ii) re nuncia conscie nte me nte  a la ve rdad jurídica obje tiva pese a los 

he chos probados e n e l caso concre to, (iii) porque  aplica rigurosamente el derecho 
proce sal, (iv) pe se  a que  dicha actuación de ve nga e n e l de sconocimie nto de  
de re chos fundame ntale s” .44   

 

5.2. Las diferentes Salas de Revisión de esta Corporación han aplicado la casual de 
defecto procedimental  por exceso ri tu al  y  protegido, entre otros, los derechos 
fu ndamentales al  debido proceso y  al  acceso a la administración de ju sticia.  
 

5.2.1. La Sala Sexta de la Corte Constitu cional , en la Sentencia T-1306 de 2001, 
revisó el  caso de u n accionante qu e a través de u na demanda ordinaria laboral 
pretendía el  reconocimiento de su  pensión de jubilación, la cual le había sido negada 
en segu nda instancia por no cu mplir presu ntamente con los requisitos establecidos 

en la ley. En sede de tu tela, pese a qu e se estableció qu e el  peticionario sí  tenía 
derecho a la prestación, la Corte Su prema de Ju sticia en sede de Casación no casó 
la sentencia por errores en la técnica de casación.  

 
A l  real izar el  estu dio de fondo, la Corte se pronu nció sobre la prevalencia del  
derecho su stancial  sobre el  procesal . A l  respecto manifestó qu e éste último como 
medio garantizador de los derechos materiales tiene una relevante transcendencia 

dentro del  marco de u n debido proceso, la cu al  debe ser acatada por todos los 
administradores de ju sticia. N o obstante, aclaró qu e “(…) si el derecho procesal 
se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho 
sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en 

darle prevalencia a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual 
es titular quien acude a la administración de justicia y 
desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad 
es ser medio para la efectiva realización del derecho material (art. 228). 

(N egri l la fu era del  texto original).  



 
Para esta Corporación, al  incu rrir en u n extremo rigor en la aplicación de las normas 

procesales y  proferir u n fal lo en el  cu al  hay u na renu ncia consciente de la verdad 
ju rídica objetiva manifiesta en los hechos, se configura un exceso ritual manifiesto, 
convirtiéndose así  en u na inapl icación de la ju st icia material .  

 
5.2.2. En la Sentencia T-974 de 2003, la Sala Qu inta de Revisión de esta 
Corporación conoció u n asu nto en el  qu e la Sala Civi l  del  Tribu nal  Su perior del 
Distri to Ju dicial  de Bogotá decretó la perención de u n proceso ordinario de 

responsabi l idad contractu al , porqu e el  su plente del  representante legal  de la 
sociedad accionante no se había presentado a la au diencia de conci l iación, sin 
advertir qu e a esta persona se le había revocado el  mandato tres años antes de la 
au diencia, lo cu al  había si do aportado al  proceso, pero no fu e tenido en cuenta por 

la au toridad ju dicial . 
 
En esa oportu nidad, la Sala aclaró qu e “aun cuando los jue ce s gozan de  libertad 
para valorar e l mate rial probatorio con suje ción a la sana crítica, no pue de n 

lle gar al e xtre mo de  de sconoce r la justicia mate rial, bajo la suposición de  un 
e xce so ritual probatorio contrario a la pre vale ncia de l de re cho sustancial (art. 
228 C.P). Por e llo, e s su de be r dar por probado un he cho o circunstancia cuando 
de  dicho mate rial e me rge  clara y obje tivame nte  su e xiste ncia” . 

 
En esa medida, amparó los derechos fu ndamentales del  accionante al  debido 
proceso y  al  acceso a la administración de ju sticia, al  concluir que la libertad de los 
ju eces para valorar el  material  probatorio al legado a los di fer entes procesos no 

ju sti fica qu e u na au toridad ju dicial  incu rra en u na vía de hecho al  ignorar 
arbitrariamente u na pru eba qu e tenía la capacidad de modificar el sentido del fallo. 
 

5.2.3 Segu idamente, mediante Sentencia T-289 de 2005 la Corte revisó un caso en 
el  qu e el  Tribu nal  A dministrativo de Cu ndinamarca, Sección Segunda, Subsección 
D, declaró improcedente los recu rsos de reposición y  apelación interpuestos contra 
u n au to de rechazo del  medio de control  de nu l idad y  restablecimiento del derecho, 

al  apl icar taxativamente el  artícu lo 183 del  Código Contencioso Administrativo, que 
consagraba qu e lo procedente era el  recu rso ordinario de sú pl ica, pese a qu e el  
Código de Procedimiento Civi l  sí  contemplaba los recu rsos de reposición y  
apelación en esos eventos. En cu anto al  exceso ri tu al  manifiesto la Corte manifestó 

qu e:  
 
“(…) la pre vale ncia de  lo sustancial sobre  lo formal no sólo se  de be  pre se ntar 
cuando e s pre ciso dar paso al de re cho sustancial sobre  e l proce sal –se gún e l 

alcance  dado al e xce so ritual manifie sto e n la S e nte ncia T-1306/01- sino cuando 
de ntro de l mismo de re cho proce sal la mate rialidad de  las actuaciones procesales 
ade lantadas, e ntre  e llas la inte rposición de  re cursos, de splazan su denominación 
formal” .  

 
En esa oportu nidad, esta Corporación conclu yó qu e el  Tribu nal  debió adecuar el 
escrito presentado a la normatividad del  incidente de sú pl ica, pu es tanto la 

reposición como la sú pl ica se debían interponer dentro de los tres días siguientes a 
la noti ficación del  au to, anexando la su stentación del  recu rso. Lo anterior, en 
apl icación del  principio de prevalencia de l o su stancial  sobre lo formal .  
 

5.2.4. La Sala Tercera de Revisión, en la Sentencia T-264 de 2009 resolvió el caso 
de u na mu jer y  su s dos h i jos a qu ienes, en el  marco de u n proceso de 
responsabi l idad civi l  extracontractu al  por la mu erte de su  esposo y padre en un 
accidente de tránsito, el  ju ez de segu nda instancia les negó su s pretensiones, 

argu yendo qu e como parte interesada no habían aportado las pru ebas qu e 
reconocían el  parentesco qu e qu erían acreditar, pese a qu e éste se encontraba 
probado en el  proceso penal  en el  qu e se condenó a la persona qu e cau só el suceso, 
el  cu al  fu e debidamente al legado al  proceso de responsabi l idad civi l .  

 



A l  abordar el  asu nto, la Corte reiteró qu e los ju eces gozan de l ibertad para valorar 
las pru ebas dentro del  marco de l a sana crí tica y  sin  desconocer la justicia material 

por u n exceso ri tu al  probatorio qu e se oponga a la prevalencia del  derecho 
su stancial . En esa medida, reiteró qu e la correcta administración de justicia debe 
propender por la garantía y  prevalencia de los derechos sustanciales y la búsqueda 

de la verdad en el  proceso. A l  respecto, indicó:  
 
“(1º) Que  e n la aplicación de l siste ma probatorio de  libre  apre ciación no se  
incurra, (i) ni e n e xce so ritual manifie sto, (ii) ni e n una falta de  valoración de  las 

prue bas de sconocie ndo la obligación le gal y constitucional de  apre ciarlas en su 
conjunto, ve rbi gracia, (a) ignorando la e xiste ncia de  alguna, (b) omitie ndo su 
valoración o (c) no dando por probado un he cho o circunstancia que  de l material 
probatorio e me rge  clara y obje tivame nte . (2º) Que  e n e l de sarrollo de  la sana 

crítica e l jue z se  suje te  a los conte nidos, postulados y principios constitucionales 
de  forzosa aplicación, por e je mplo, la pre vale ncia de l de re cho sustancial sobre las 
formas” .  
 

En esa medida, decidió tu telar los derechos fu ndamentales de los accionantes, 
adu ciendo qu e el  ju ez al  sol ici tar el  registro civi l , aun conociendo de sentencias que 
demostraban qu e la peticionaria aportó a u n proceso penal las pruebas que hacían 
fal ta en el  proceso de responsabi l idad civi l  extracontractual, le dio prevalencia al 

derecho procedimental  antes qu e al  su stancial  y  olvidó su  papel de garante de los 
derechos su stanciales, su  obl igación de dar prevalencia al derecho sustancial y su 
compromiso con la bú squ eda de la verdad en el  proceso. 
 

5.2.5. La Corte Constitu cional , en la Sentencia SU-636 de 2015 estudió un proceso 
de reparación directa en el  qu e la Sección Tercera del  Consejo de Estado revocó el 
amparo concedido a los accionantes por el  Tribunal Administrativo del Magdalena, 

por la destru cción de las instalaciones e implementos de trabajo de los cu ales 
manifestaron ser propietarios, al  su stentar que los demandantes no acreditaron ser 
los du eños sino los poseedores de los bienes mu ebles e inmu ebles. Entonces, el 
Consejo de Estado negó la pretensión invocada porqu e los demandantes 

concu rrieron al  proceso invocando la cal idad de propietarios, y está vedado al juez 
variar la  cau sa pe te ndi para fu ndamentar la legitimación material por activa en la 
condición de poseedores. 
 

En la parte considerativa de la ci tada providencia, la Corte indicó que una autoridad 
ju dicial  incu rre en defecto procedimental  por exceso ritual manifiesto cuando con 
su s actu aciones o decisiones desconoce el  derecho de los ciudadanos de acceder a la 
administración de ju sticia y  su  obl igación de dar prevalencia al derecho sustancial. 

Para esta Corporación, tal  defecto se configu ra cu ando el  administrador utiliza o 
concibe los procedimientos como u n obstácu lo para la eficacia del  derecho 
su stancial  y  por esta vía, su s actu aciones devienen en u na denegación de justicia, 
bien sea por:  

 
(i) aplicar disposicione s proce sale s que  se  opone n a la vige ncia de  de re chos 
constitucionale s e n un caso concre to; (ii) e xigir e l cumplimie nto de  re quisitos 

formale s de  forma irre fle xiva y que  e n de te rminadas circunstancias pue dan 
constituir cargas imposible s de  cumplir para las parte s, sie mpre  que esa situación 
se  e ncue ntre  comprobada; o (iii), incurrir e n un rigorismo proce dime ntal e n la 
apre ciación de  las prue bas. La jurisprude ncia constitucional ha de terminado que 

e n algunas hipóte sis se  pre se nta una conve rge ncia e ntre  e l de fecto procedimental 
por e xce so ritual manifie sto y un de fe cto fáctico e n su dime nsión ne gativa. Ello 
ocurre  cuando e l jue z (i) omite  valorar prue ba docume ntal que  ha sido aportada 
e n copia simple , pe se  a habe r sido conocida y no controve rtida por las parte s; 

tambié n cuando (ii) omite  e mple ar su facultad probatoria de  oficio para ordenar 
que  se  alle gue n los originale s de  docume ntos aportados e n copia simple  o, e n 
ge ne ral, practicar prue bas que  han sido solicitadas o e stán insinuadas e n e l 
proce so y se  re quie re n para e stable ce r la ve rdad mate rial de  los he chos” .  

 



A sí , al  resolver el  caso concreto, esta Corporación señaló qu e el  Consejo de Estado 
no incu rrió en los alu didos defectos procedimental  y  fáctico, al  abstenerse de 

decretar y  practicar de manera oficiosa las pru ebas necesarias para establecer la 
propiedad de los accionantes sobre los mencionados predios, por cu anto en el  
presente caso no concu rrían las circu nstancias en las cu ales el  ju ez estaba 

consti tu cionalmente obl igado a hacer u so de su  facu l tad inqu isitiva  
 
5.2.6. En la Sentencia SU-454 de 2016 la Corte conoció el  caso de u n proceso de 
reparación directa iniciado por el  accionante, por cu anto el Estado había ocupado 

de hecho u n predio de su  propiedad sin antes haberle pagado o indemnizado su 
precio.  
 
N u evamente, la Corporación reconoció la intrínseca relación entre el exceso ritual 

manifiesto y  los defectos fáctico y  su stantivo, cu ando se trata de errores en la 
valoración de elementos probatorios. Para la Corte, el  defecto procedimental por 
exceso ri tu al  manifiesto es el  resu l tado de la apl icación rigorista de las normas 
procesales, lo qu e en relación con el  defecto fáctico incide en l a interpretación del 

acervo probatorio contenido en el  expediente, y  en algu nos casos, puede provocar 
u na visión distorsionada de la real idad procesal , llegando a afectar gravemente los 
derechos fu ndamentales de los administrados.  
 

N o obstante, negó la sol ici tu d de amparo pu es el  demandante no acreditó el título y 
modo sobre la propiedad del  bien, y  de las pru ebas obrantes en el  expediente no se 
lograba acreditar la condición de propietario.  
 

5.2.7. Recientemente, la Sala Séptima de Revisión de tu telas de la Corte 
Constitu cional , en la Sentencia T-398 de 2017 estu dió el  caso de u na accionante 
menor de edad, qu e estimaba vu lnerados su s derechos  al  debido proceso, a la 

igu aldad, al  interés su perior y  a la prevalencia de los derechos del  menor, por la 
decisión adoptada por la Sección Tercera, Su bsección A  del  Consejo de Estado, que 
modificó la sentencia de reparación directa de primera instancia proferida por el 
Tribu nal  A dministrativo del  Tol ima, en cu anto al ampliar la indemnización por el 

perju icio material  en la modal idad de lu cro cesante hasta los 25 años de edad y la 
indemnización por el  daño moral   en 100 SMLMV , providencia qu e ú nicamente 
favoreció a su  media hermana, qu ien interpu so recu rso de apelación.  
 

Para la peticionaria la au toridad ju dicial  accionada no tuvo en cuenta que en virtud 
del  derecho a la igu aldad y  al  interés su perior del  menor, ella, al igual que su media 
hermana, tenía derecho a qu e la indemnización por la mu erte de su padre le fuera 
reconocida hasta los 25 años de edad, y  en u n monto equ ivalente a los 100 SMLMV.   

 
La Sala reiteró qu e la h ipótesis del  defecto procedimental  por exceso ri tu al  
manifiesto como cau sal  de procedencia  de la acción  de tu tela contra providencias 
ju diciales se desarrol ló a la lu z del  principio de ju sticia material; en esa medida, 

cu ando se obstacu l iza  el  goce efectivo de los derechos de los individuos por motivos 
formales, se vu lneran otras garantías fu ndamentales como el  principio de 
prevalencia del  derecho su stancial  sobre el  procesal . Por lo anterior, concluyó que 

argu mentar qu e el  apoderado de la actora no interpu so recu rso de apelación en 
contra de la decisión de primera instancia para negar el  derecho, configuró un 
defecto procedimental  por exceso ri tu al  manifiesto y una vulneración directa de la 
Constitu ción qu e afectó el  derecho al  debido proceso, a la igu aldad y  al  interés 

su perior de la menor involu crada.  
 
6. Caso concreto.  
 

En el  asu nto bajo examen, el  accionante José A ntonio Méndez Riveros, mediante 
apoderado ju dicial , plantea la vu lneración de su  derecho fu ndamental al debido 
proceso, por haberse negado la sol ici tu d de nu l idad de un proceso ejecutivo singular 
en su  contra, al  estimar qu e la misma fu e fu ndada en u na cau sal  distinta a las 

consagradas en el  artícu lo 133 del  Código General  del  Proceso, y  desconociendo la 



sentencia proferida por el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circuito de Descongestión de 
Bogotá, el  13 de ju l io de 2007, mediante la cu al  se comprobó, por el  C.T.I. de la 

Fiscal ía General  de la N ación, qu e la letra de cambio en qu e se fu ndamenta el  
referido proceso fu e adu lterada al  adicionar el  nú mero 1 y las letras “ce”, quedando 
entonces por el  valor de doce mil lones de pesos.  En la referida providencia fu e 

condenado V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta (qu ien fu ngía como ejecu tante en el 
proceso ejecu tivo singu lar) a l a pena de 60 meses de prisión por los del i tos de 
falsedad en documentos privado en concurso heterogéneo con frau de procesal .  
 

En lo qu e concierne a la constatación de los presu pu estos generales de 
procedibi l idad de la acción de tu tela contra decisión judicial, advierte la Sala que el 
caso concreto reú ne los requ isitos generales señalados por la Corte para proceder a 
su  revisión de acu erdo con lo sigu iente:  

 
 “a. Que  la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional” .  
 
La presente acción de tu tela adqu iere relevancia constitucional, en cuanto se discute 

la presu nta vu lneración del  derecho fu ndamental  al  debido proceso, a partir del 
pronu nciamiento del  12 de ju nio de 2017, proferido por la sala Civi l del Tribunal 
Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá qu e confirmó la providencia del  14 de 
diciembre de 2016, emitida en primera instancia por el  Ju zgado Tercero de 

Ejecu ción del  Circu ito de Bogotá qu e negó la sol ici tu d de nu l idad impetrada por el 
accionante al  argu mentar qu e la misma no se adecu ó a ningu na de las causales 
taxativas del  artícu lo 133 del  Código General  del  Proceso, aspecto qu e resu l ta 
pertinente para indagar si  en efecto se presenta u na cau sal de procedibilidad de la 

acción de tu tela contra providencias ju diciales derivada bien de un defecto fáctico, 
procedimental  o su stantivo. Máxime, si  se tiene en cu enta qu e en el expediente de 
la referencia obra copia de u na sentencia penal  proferida el  13 de ju l io de 2007, 

mediante la cu al  se resolvió qu e el  ti tu lo valor qu e sirve de ba se en el  proceso 
ejecu tivo en contra del  accionante fu e adu lterado por el  ejecu tante.  
 
“b. Que  se  hayan agotado todos los me dios  -ordinarios y e xtraordinarios-  de  

de fe nsa judicial al alcance  de  la pe rsona afe ctada, salvo que  se  trate  de  e vitar la 
consumación de  un pe rjuicio iusfundame ntal irre me diable 45” .   
 
En el  presente caso el  accionante optó por interponer una denuncia penal en contra 

del  ejecu tante, proceso en el  cu al  se profirió la sentencia del 13 de julio de 2007, por 
el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión de Bogotá, mediante la 
cu al  se comprobó qu e la letra de cambio en qu e se fu ndamenta el proceso ejecutivo 
singu lar contra el  actor fu e adu lterada y  se condenó a V icente Ru fino Ru ssi  

Mendieta (qu ien fu ngía como demandante en el  proceso ejecu tivo singular) a la 
pena de 60 meses de prisión por los del i tos de falsedad en docu mento privado en 
concu rso heterogéneo con frau de procesal . 
 

En cu mplimiento del  nu meral  séptimo de la parte resolu tiva de la referida 
providencia penal , el  fal lo fu e enviado al  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá 
donde cu rsaba el  proceso ejecu tivo singu lar contra el  accionante. A u nado a lo 

anterior, el  9 de ju nio de 2011 el  señor José A ntonio Méndez Riveros al legó a la 
referida au toridad ju dicial  copias de la s entencia penal  del 13 de julio de 2007 y de 
la providencia qu e confirmó esa decisión del  7 de marzo de 2008, proferida por la 
Sala Penal  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá.  

 
Contra el  fal lo de segu nda instancia proferido por la Sala Pena l  del  Tribu nal  
Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá, el  7  de marzo de 2008, el  defensor de 
V icente Ru fino Ru ssi  Mendieta interpu so el  recu rso extraordinario de casación, el 

cu al fue concedido el  9 de mayo siguiente, ante la Sala Penal de la Corte Suprema. 
 
El  27 de agosto de 2008 se presentó la demanda de casación y  el  5 de noviembre de 
2008 se remitió el  expediente al  su perior jerárqu ico. N o obstante, con decisión del 



19 de ju nio de 2009, la Sala Penal  de la Corte Su prema de Ju sticia inadmitió la 
demanda de casación, actu ación con la qu e conclu yó el  proceso penal .  

 
Pese a lo anterior, el  proceso ejecu tivo sigu ió en cu rso, siendo asu mido el  
conocimiento del  mismo por el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del Circuito de 

Bogotá, au toridad ju dicial  qu e accedió a la petición del  allá actor de acumular otra 
demanda de similar natu raleza, presentada el  20 de marzo de 2013, en la cual se 
exigió el  pago de 32 letras de cambio, sin  tener en cu enta qu e la sentencia penal 
donde consta qu e el  tí tu lo valor fu e adu lterado, se aportó al  expediente en el año 

2011. 
 
A nte la fal ta de pronu nciamiento del  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  
Circu ito de Bogotá sobre la falsedad de la mencionada letra, el peticionario requirió 

a esa au toridad con el  fin  de qu e declarara la nu l idad de ese proceso, petición que 
fu e negada el  14 de diciembre de 2016. Contra la anterior decisión, el actor formuló 
recu rso de apelación y  la Sala Penal  del  Tribu na l  Superior de Bogotá la confirmó en 
pronu nciamiento del  12 de ju nio de 2017. 

 
A simismo, es importante resal tar qu e en casos como el que ahora se analiza, podría 
interponerse el  recu rso de revisión para la protección de los derechos en cabeza del 
afectado. A sí , el  artícu lo 355, nu meral  2, del  Código General  del Proceso establece 

qu e el  referido mecanismo procede cu ando se hayan “de clarado falsos por la 
justicia pe nal docume ntos que  fue ron de cisivos para e l pronunciamie nto de  la 
se nte ncia re currida” , segu idam ente, artícu lo 356 de ese cuerpo normativo consagra 
qu e el  mismo debe presentarse dentro de los 2 años sigu ientes a la ejecutoria de la 

respectiva sentencia. En el  asu nto objeto de revisión, el actor no podía hacer uso del 
mencionado recu rso en contra la provincia del  12 de febrero de 2001, mediante la 
cu al , el  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá ordenó segu ir adelante con la 

ejecu ción dentro del  proceso ejecu tivo, pu es la sentencia penal  qu e declaró que el 
tí tu lo valor origen de esa actu ación había sido adu lterado fue proferida hasta el 13 
de ju l io de 2007, es decir, más de 6 años despu és de la ejecu toria de la sentencia 
penal .  

 
De lo expu esto anteriormente, está probado qu e el  accionante ha agotado los 
recu rsos y  medios ju diciales qu e ha tenido a su  a lcance para demostrar ante el 
ju zgado accionado qu e la letra de cambio con qu e se inició el  proceso ejecutivo en 

su  contra es falsa, en la medida en qu e fu e adu lterada. N o obstante, la parte 
demandada se niega a tener en cu enta dicho medio de prueba, aunque con el mismo 
su  decisión cambiaría su stancialmente. 
 

c. Que  se  cumpla e l re quisito de  la inme diate z, e s de cir, que  la tute la se  hubie re  
inte rpue sto e n un té rmino razonable  y proporcionado a partir de l he cho que  
originó la vulne ración46.   
 

La providencia proferida por la Sala Civi l  del  Tribunal Superior Distrital Judicial de 
Bogotá, materia del  presente fal lo, data del  12 de ju nio de 2017; donde se confirmó 
el  au to del  14 de diciembre de 2016 proferido por el  Ju zgado Tercero Civi l  del  

Circu ito de Ejecu ción  de Sentencias, qu e rechazó de plano la sol icitud de nulidad 
presentada por José A ntonio Méndez Riveros, no qu edando otra actuación judicial 
con la cu al  el  accionante pu eda hacer valer en el  proceso ejecu tivo la sentencia 
condenatoria del  13 de ju l io de 2007, mediante la cu al  se comprobó que la letra de 

cambio qu e originó el  proceso ejecu tivo en contra del  actor es falsa, pu es en 
principio se su scribió por $2.000.000; sin embargo, el  ejecu tante la adu lteró 
mediante la adición del número 1 y  las letras “ce”, apareciendo por $12.000.000.  
 

A simismo, se constata en el  expediente de la referencia qu e el presente asunto fue 
sometido a reparto el  14 de noviembre de 2017 47; es decir, qu e entre la sentencia del 
12 de ju nio de 2017 y  la interposición de la acción de tu tela transcurrió un término 
de 5 meses aproximadamente, plazo qu e se encu entra razonable en esta 

oportu nidad.  



 
“d. Cuando se  trate  de  una irre gularidad proce sal, de be  que dar claro que la misma 

tie ne  un e fe cto de cisivo o de te rminante  e n la se nte ncia que  s e  impugna y que afecta 
los de re chos fundame ntale s de  la parte  actora48.”  
 

Dentro de los argu mentos para instau rar la presente acción de tutela se encuentra 
la negativa de la au toridad ju dicial  accionada de tener en cu enta el  material  
probatorio qu e da cu enta de la condu cta pu nible de falsedad en documento privado 
en concu rso heterogéneo con frau de procesal , por no haber sido aportado como una 

excepción en la etapa procesal  pertinente  ni  encu adrar la solicitud de nulidad en 
ningu na de las cau sales consagrada s en el  artícu lo 133 del  Código General  del 
Proceso, lo qu e derivó en qu e se sigu iera adelante con la ejecu ción con base en una 
letra de cambio falsa.  

 
“e . Que  la parte  actora ide ntifique  de  mane ra razonable  tanto los he chos que  
ge ne raron la vulne ración como los de re chos vulne rados y que hubiere alegado tal 
vulne ración e n e l proce so judicial sie mpre  que  e sto hubie re  sido posible 49.   

 
De la si tu ación fáctica planteada en la acción de tu tela, se comprende que el hecho 
qu e da origen a la vu lneración del  derecho fu ndamental invocado, es la decisión de 
continu ar con la ejecu ción, pese qu e el  proceso ejecu tivo singular se inició con base 

en u n tí tu lo valor falso o adu lterado, omisión probatoria qu e, de apreciarse, el 
proceso ejecu tivo singu lar cu lminaría de otra forma.  
 
En atención a lo anterior, observa esta Sala, qu e se cu mple con los requ isitos 

generales de procedencia de la acción de tu tela contra providencias judiciales, de 
manera qu e pasa a revisar si  se configu ran las cau sales especiales a qu e hace 
mención el  apoderado ju dicial  en su  demanda de tu tela.  

 
“ f. que  no se  trate  de  se nte ncias de  tute la” . 
 
Como se ha señalado a lo largo del  presente anál isis, el  reproche no va dirigido 

contra u na sentencia de tu tela, sino contra el  au to del  14 de diciembre de 2016, 
proferido por el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circuito de Bogotá mediante 
el  cu al  negó la petición de declarar la nu l idad del  proceso ejecu tivo singu lar 
adelantado en contra del  accionante.  Contra la anterior decisión, el actor formuló 

recu rso de apelación y  la Sala Penal  del  Tribu nal  Superior de Bogotá la confirmó en 
pronu nciamiento del  12 de ju nio de 2017. 
 
7. Concurrenci a de defecto fácti co con defecto procedi mental  por 

exceso de ri tual  mani fi esto al  omi ti r una prueba que se aportó como 
resul tado de un proceso penal  
 
El  apoderado ju dicial  del  accionante alega la configu ración de los defectos fáctico y 

procedimental  por exceso ri tu al  manifiesto, al  estimar qu e el  Juzgado Tercero de 
Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá, en su  actividad probatoria, descartó de plano 
u na sentencia proferida por el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de 

Descongestión de Bogotá, en la qu e se determinó qu e la letra de cambio qu e dio 
origen al  proceso ejecu tivo en contra del  señor José A ntonio Méndez Riveros fue 
adu lterada al  adicionarle el  nú mero 1 y  las letras “ce”, apareciendo por 
$12.000.000.  

 
Lo anterior, al  argu mentar qu e la referida pr ovidencia fu e presentada como 
su stento de la sol ici tu d de nu l idad del  proceso ejecutivo que se impetrara ante dicha 
au toridad ju dicial ; no obstante, lu ego de anal izar la petición se concluyó que la 

misma no se adecu aba a ningu na de las cau sales establecidas en el artículo 133 del 
Código General  del  Proceso, por lo qu e omitió introdu cirla a los demás medios de 
pru eba al legados al  proceso, de forma qu e de haberlo hecho, se podría l legar a 
su spender el proceso ejecutivo o cambiaría sustancialmente la decisión a adoptar.  

 



Corresponde entonces establecer a continu ación si  u n exceso ri tu al  manifiesto 
impidió al  ju ez valorar u na pru eba qu e, según el material probatorio anexo al escrito 

de tu tela, reposa desde el  año 2011 en el  expediente del  proceso ejecutivo singular, 
y  qu e, nu evamente, se aportó como su stento para sol ici tar la nu l idad de todo lo 
actu ado. Circu nstancia qu e obl igaba a la su spensión o adecu ación del  proceso 

ejecu tivo singu lar qu e se adelanta en contra del  accionante, con el fin de no causar 
u n eventu al  perju icio al  demandado qu ien asevera nunca suscribió un título valor 
por $12.000.000, sino por $2.000.0000.  
 

De la lectu ra de la ju rispru dencia ci tada, resu l ta claro qu e la correcta 
administración de ju sticia debe propender por la garantía y  prevalenc ia de los 
derechos su stanciales y  la bú squ eda de la verdad en el  proceso. En ese sentido, al 
momento de valorar las pru ebas no le es permitido a los ju eces incu rrir “(i) ni en 

e xce so ritual manifie sto, (ii) ni e n una falta de  valoración de  las prue bas 
de sconocie ndo la obligación le gal y constitucional de  apre ciarlas e n su conjunto, 
ve rbi gracia, (a) ignorando la e xiste ncia de  alguna, (b) omitie ndo su valoración o 
(c) no dando por probado un he cho o circunstancia que  de l mate rial probatorio 

e me rge  clara y obje tivame nte  (…)50. 
 
Del  asu nto qu e ahora se anal iza, se infiere qu e el  Ju zgado Tercero de Ejecución Civil 
del  Circu ito de Bogotá tenía el  deber de valorar dentro del  proceso ejecutivo, todas 

aqu el las pru ebas qu e le brindaran su ficiente certeza para sus decisiones, por lo cual 
ha debido cu mplir con su  obl igación de apreciar la sentencia proferida por el  
Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión de Bogotá, en la qu e se 
determinó qu e la letra de cambio qu e dio origen al  trámite en contra del señor José 

A ntonio Méndez Riveros fu e adu lterada  al  adicionarle el número 1 y las letras “ce”, 
apareciendo por $12.000.000; de tal  forma qu e de haberlo hecho, se podría llegar 
a su spender el  proceso ejecu tivo o cambiaría su stancialmente la decisión a adoptar, 

en consideración a qu e la parte contra la cu al  se aduce dicha prueba –el ejecutante–
,  fu e condenado en u n proceso penal .  
  
En el  caso concreto la omisión de tener en cu enta la prueba mencionada por cuanto 

no se aju staba a ningu na de las cau sales consagradas en el artículo 133 del Código 
General  del  Proceso, se tradu ce en u n claro exceso ri tu al manifiesto que lesiona los 
preceptos consti tu cionales qu e garantizan el  debido proceso y  la prevalencia del 
derecho su stancial  en las actu aciones ju diciales.  

 
Se reitera qu e en si tu aciones análogas a la ahora estu diada, esta Corporación ha 
conclu ido qu e “ la no pre vale ncia de l de re cho sustancial, como falta de  
compromiso por la búsque da de  la ve rdad e n e l proce so, se  traduce  e n una 

de ne gación de  justicia que  favore ce  fallos inocuos que  de sconoce n la realidad, al 
tie mpo que  ane ga la confianza le gítima de  los particulare s e n quienes administran 
justicia” 51, pu es al  permitir qu e continú e el  proceso ejecu tivo con base en un título 
valor tachado de falso en la medida en qu e fu e adu lterado, el  Ju zgado Tercero de 

Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá desconoció su  deber de dictar ju sticia sin 
atadu ras formal istas, vu lnerando la confianza legítima que el accionante depositó 
en el  sistema ju dicial .  

 
Para la Sala, la au toridad ju dicial  accionada no podía en ejercicio de la libertad de 
qu e gozan los ju eces para valorar el  material  probatorio al legado al  proceso 
desconocer la ju sticia material , pu es au n cu ando le asiste razón al afirmar que la 

petición de nu l idad elevada por el  actor no encu entra soporte en las cau sales 
taxativas previstas para el  efecto en el  artícu lo 133 Código General del Proceso, su 
actu ar devino en u n obstácu lo para la eficacia del  derecho su stancial  y  en una 
denegación de ju sticia a l  incu rrir en u n defecto fáctico en su dimensión negativa al 

omitir valorar u na pru eba docu mental  qu e hace parte del  proceso.  
 
Lo anterior, por cu anto del  material  probatorio qu e reposa en el  expediente se 
compru eba qu e el  9 de ju nio de 2011, el  accionante al legó al  proceso ejecu tivo 

singu lar copia de la sentencia proferida por el  Ju zgado Segu ndo Penal  de 



Descongestión del  13 de ju l io de 2007, mediante la cu al  se tachó de falsa la letra de 
cambio base del  ejecu tivo, información qu e se veri fica con el  ofici o de recibido 

expedido por el  Ju zgado 38 Civi l  del  Circu ito de Bogotá, qu ien dispu so en su  
momento “AGREGAR a los autos las copias de  las de cisione s profe ridas por la 
Justicia Pe nal, las cuale s se rán te nidas e n cue nta para e l mome nto proce sal 

oportuno” 52.  
 
A nte la fal ta de valoración de la pru eba referenciada en desconocimiento de su deber 
legal  y  la decisión del  ju zgado accionado de continu ar con la ejecu ción pese a la 

falsedad del  tí tu lo valor, considera la Sala qu e el  señor José Vicente Méndez Riveros 
qu eda desprotegido ante el  menoscabo de su s garantías consti tucionales; ello por 
cu anto ha desplegado toda u na serie de actividades procesales para defender sus 
derechos patrimoniales al  interior de u n proceso civil que se inició desde el año 1999, 

y  qu e despu és de haber agotado todos los rigorismos de u n proceso ejecutivo y haber 
resu l tado favorecido dentro del  proceso penal que declaró responsable al señor Vicente 
Ru fino Ru ssi  Mendieta de los del i tos de falsedad en documento privado en concurso 
heterogéneo con frau de procesal , se ve ahora en la posibi l idad de ser condenado al 

cu mplimiento de las obl igaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, a que se 
practiqu e la l iqu idación del  crédito, se ordene el  avalu ó y remate de sus bienes y  se 
condene en costas con base en u na letra de cambio falsa.  
 

Se presenta así , u n confl icto de derechos entre la víctima del  delito de falsedad en 
docu mento privado -qu ien a su  vez aparece como deudor dentro del proceso ejecutivo- 
y  los herederos del  ejecu tante al  interior  del  juicio civil, quienes alegan la derivación 
de su  derecho a partir de u n tí tu lo valor adulterado por el difunto Vicente Rufino Russi 

Mendieta. A l  respecto, habrá de partirse de la premisa de que el delito por sí mismo no 
pu ede ser fu ente de derechos, m otivo por el  cu al , atendiendo a qu e la obl igación 
reclamada por el  ejecu tante y  otros, se deriva de una conducta punible, se deberá dar 

prevalencia, sin  du bitación algu na, a las garantías constitucionales de la víctima del 
del i to de falsedad en docu mento privado en concurso heterogéneo con fraude procesal. 
 
En esa medida, se deberá conceder el  amparo de los derechos invocados al  

comprobarse la responsabi l idad penal  de qu ien fu era el ejecutante, que surge de la 
falsedad en docu mento privado y  del  frau de procesal , y  ante la negativa del  
sentenciador de decretar la nu l idad del  proceso ejecu tivo singu lar.  
 

En el  presente asu nto, el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del Circuito de Bogotá 
no pu ede desconocer  qu e el  l i tigio promovido por el  señor V icente Ru fino Russi 
Mendieta, tiene como origen u n tí tu lo valor cal i ficado como falso, que como tal, no 
pu ede ser fu ente vál ida de derechos; menos aún, cuando sus consecuencias jurídicas 

entrañan el  menoscabo a los derechos fu ndamentales del  accionante, los cuales 
deberán ser reivindicados. 
 
A corde con lo anotado no se pu ede permitir qu e el  proceso ejecu tivo singu lar 

adelantando en contra del  actor continú e su  cu rso ni  qu e l legue a producir efectos 
ju rídicos, lo qu e impl icaría el  posible remate de los bienes del deudor en el proceso 
civi l  (y  víctima en el  proceso penal), toda vez qu e el lo condu ciría a reconocer que el 

del i to pu ede ser fu ente o cau sa l íci ta de los derechos que de allí se pretenden derivar, 
sin  importar el  detrimento de las garantías constitucionales de aquel que suscribió un 
tí tu lo por u n valor di ferente y  qu e fu e adu lterado, según la sentencia penal proferida 
por el  Ju zgado Segu ndo Penal  del  Circu ito de Descongestión de Bogotá.   

 
La Sala Séptima de Revisión no comparte lo expu esto por los jueces de instancias que 
resolvieron negar el  amparo deprecado al  considerar qu e la decisión del Juzgado 
Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá  de rechazar la solicitud de nulidad 

del  proceso ejecu tivo singu lar, al argumentar que la misma fue fundada en una causal 
distinta a las consagradas en el  artícu lo 133 del  Código General  del Proceso, no se 
advierte caprichosa o antojadiza, dado qu e la au toridad demandada fu ndó su  
determinación en argu mentos sól idos y  en la apreciación razonable de las pruebas 

recau dadas. 



 
El lo por cu anto con lo anterior se evidencia que, a pesar de que la juez de la jurisdicción 

civi l  tu vo conocimiento de qu e el  tí tu lo qu e sirve de base en el  proceso ejecu tivo 
adelantado en su  despacho, fu e adu lterado por el ejecutante, decidió continuar con la 
ejecu ción, agravando la si tu ación del actor, sin que para la autoridad judicial obligada 

al  cu mplimiento de las disposiciones constitucionales, ofreciera el más mínimo interés 
la procedencia i l íci ta de la letra de cambio y   desconociendo su  deber de dar por 
probado u n hecho qu e emerge clara y  objetivamente del  material  pu esto a su  
disposición, contrariando la prevalencia que el artículo 228 de la Constitución Política 

otorga al  derecho su stancial , continu ó con la ejecu ción.  
 
Por todo anterior, la presente acción de tu tela debe prosperar como mecanismo 
definitivo en procu rar de la ju sticia material  y  la garantía de los derechos 

fu ndamentales al  debido proceso y  al  acceso real  y  efectivo a la administración de 
ju sticia del  accionante.  
 
En esa medida, la  Sala Séptima de Revisión revocará  la sentencia proferida por la 

Sala de Casación Laboral  de la Corte Su prema de Ju sticia, el  treinta y uno (31) de 
enero de dos mil  dieciocho (2018), qu e confirmó el  fal lo dictado por la Sala de 
Casación Civi l  de la Corte Su prema de Ju sticia, el  veintiu no (21) de noviembre de 
dos mil  diecisiete (2017), qu e negó la acción de tu tela impetrada por José Antonio 

Méndez Riveros contra el  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civil del Circuito de Bogotá 
y  la Sala Civi l  del  Tribu nal  Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá. En su lugar, 
concederá el  amparo de los derechos fu ndamentales al  debido proceso y el acceso 
real  y  efectivo a la administración de ju stica del señor José Antonio Méndez Riveros. 

 
En consecu encia, ordenará al  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circuito de 
Bogotá, qu e decrete la nu l idad del  proceso ejecu tivo singu lar con nú mero de 

radicado 11001310303819990027801, en contra de José A ntonio Méndez Riveros, 
por tener como origen u n  tí tu lo valor cal i ficado como falso dentro de u n proceso 
penal  qu e cu lminó con la expedición de u na sentencia condenatoria en contra del 
entonces ejecu tante, el  13 de ju l io de 2007.  

  
Para lo anterior, el  referido ju zgado deberá regirse por lo reglamentado en el  
A cu erdo N o. PSA A 13-9984 del  5 de septiembre de 201353. La Sala aclara qu e la 
nu l idad decretada en la presente sentencia cobi jará ú nicamente las actuaciones 

adelantadas respecto del  tí tu lo valor qu e fu e declarado adu lterado por la justicia 
penal 54. En todo caso, la au toridad demandada, en ejercicio de la au tonomía e 
independencia ju dicial , mantendrá la competencia para continuar con el proceso 
ejecu tivo singu lar su rtido con ocasión de la demanda presentada el 20 de marzo de 

2013, en la cu al  se exigió el  pago de 32 letras de cambio. 
 
III.  DECISIÓN   
  

En mérito de lo expu esto, la Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, 
administrando justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitu ción,  
 

RESUELVE 
 
 

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida por la Sala de Casación Laboral de 

la Corte Su prema de Ju sticia, el  treinta y  u no (31) de enero de dos mil  dieciocho 
(2018), qu e confirmó el  fal lo dictado por la Sala de Casación Civi l  de la Corte 
Su prema de Ju sticia, el  veintiu no (21) de noviembre de dos mil  diecisiete (2017), 
qu e negó la acción de tu tela impetrada por José A ntonio Méndez Riveros contra el 

Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de Bogotá y la Sala Civil del Tribunal 
Su perior del  Distri to Ju dicial  de Bogotá . En su  lu gar, CONCEDER el  amparo de 
los derechos fu ndamentales al  debido proceso y  al  acceso real  y  efectivo a la 
administración de ju stica del  señor JOSÉ A N TON IO MÉN DEZ RIV EROS. 

 



SEGUNDO.- ORDENAR al  Ju zgado Tercero de Ejecu ción Civi l  del  Circu ito de 
Bogotá, qu e decrete la nu l idad del  proceso ejecu tivo singu lar con nú mero de 

radicado 11001310303819990027801 en contra de José A ntonio Méndez Riveros 
por las razones expu estas en esta providencia.  
 

TERCERO.-  Por Secretaría General  l íbrese la comunicación prevista en el artículo 
36 del  Decreto 2591 de 1991.  
 
Cópiese, noti fíqu ese, comu níqu ese y  cú mplase. 

 
 
 

CRISTIN A  PA RDO SCHLESIN GER  

Magistrada 
 
 
 

JOSÉ FERN A N DO REY ES CUA RTA S 
Magistrado 

 
 

 
A LBERTO ROJA S RÍOS 

Magistrado 
 

 
 

MA RTHA  V ICTORIA  SÁ CHICA  MÉN DEZ 

Secretaria General  
 
  

 

 



 


